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Exp. 686/2018-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 686/2018-2
PARTE ACTORA: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO.
MAGISTRADO:

MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinticuatro de octubre del dos mil dieciocho.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 686/2018-2 promovido por **********, contra actos emitidos por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintidós de agosto del dos mil dieciocho, la C. **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra el acto emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, el cual a continuación se precisa:

"El acto administrativo contenido en el oficio identificado con el crédito fiscal número ********** mediante el cual la autoridad demandada impone multas a la compareciente”
II.- Por auto de fecha veinticuatro de agosto del dos mil dieciocho se tuvo por admitida la demanda de la C.”**********, en contra del Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; ordenándose correr traslado, para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes.
Por último, se concedió la suspensión del acto impugnado en lo que se refiere a las acciones de cobro que pudieran realizar las autoridades pertenecientes a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el estado que guardaban, hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio, la cual surtiría sus efectos siempre y cuando se garantizara dicho adeudo ante la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.

III.- Por auto de fecha veintiuno de septiembre del dos mil dieciocho, se tuvo a la Autoridad demandada por contestando la demanda por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora por el término de cinco días para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:
A la actora por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en:

· Original del oficio que contiene el crédito fiscal número **********, que detalla en el punto 1 del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda;

· Citatorio de fecha ilegible y constancia de notificación de fecha veinticuatro de julio de dos mil dieciocho, que detalla el actor, en el punto 2 del capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda.

· La presuncional legal y humana.

· La instrumental de actuaciones.

Al Licenciado **********, en su carácter de Procurador de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de Director General de Ingresos, se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las pruebas consistentes en:
· La instrumental de actuaciones;

· La presuncional legal y humana.

Por lo que toca a la documental, que ofreció como prueba de su parte, consistente en el requerimiento de obligaciones omitidas ********** así como su correspondiente constancia de notificación de veintiocho de marzo del dos mil diecisiete, no fue admitida, en virtud que la autoridad demandada fue omisa en anexarla a su oficio de contestación de cuenta; lo anterior, conforme a lo dispuesto por el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Por último, se señalaron las diez horas del diecinueve de octubre del dos mil dieciocho, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
IV.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.   
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la determinación de las multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, con número de crédito fiscal **********, de fecha ocho de junio de dos mil dieciocho, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, por la cantidad total de **********, el cual se encuentra dirigido a la actora; documental que obra a fojas 12 a la 14 del expediente en el que se actúa.
Tocante a la autoridad demandada, compareció a dar contestación a la demanda el C. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y en representación de la Dirección General de Ingresos dependiente de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 53 del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del crédito fiscal **********, de fecha ocho de junio de dos mil dieciocho, emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se impuso a la parte actora multas por la cantidad total de **********.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
Por último, se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a fojas de la 01 a la 10 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En ese orden de ideas, se procede al análisis de los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora, situación que se realiza de la siguiente manera:
Por cuestión de método esta Juzgadora analiza los conceptos de impugnación hechos valer en el escrito inicial de demanda, en donde la actora señala diversos argumentos tendientes a combatir no solo la legalidad de las multas contenidas en el número de crédito fiscal **********; si no también que le hayan notificado el supuesto requerimiento de obligaciones omitidas con número **********.
En ese sentido, esta Sala Unitaria procede al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, ello atendiendo al principio de mayor beneficio preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor de conformidad con los siguientes criterios: 
“AGRAVIOS. EXAMEN DE LOS”.

Es obvio que ninguna lesión a los derechos de los quejosos pueda causarse por la sola circunstancia de que los agravios se hayan estudiado en su conjunto, esto es, englobándolos todos ellos, para su análisis, en diversos grupos: ha de admitirse que lo que interesa no es precisamente la forma como los agravios sean examinados, en su conjunto, separando todos los expuestos en distintos grupos o bien uno por uno y en el propio orden de su exposición o en orden diverso, etc.; lo que importa es el dato substancial de que se estudien todos, de que ninguno quede libre de examen, cualesquiera que sea la forma que al efecto se elija. 

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO).

El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra. 

En ese contexto se procede a entrar al estudio de la parte del concepto de impugnación identificado como primero del escrito inicial de demanda, en donde la parte actora niega de manera lisa y llana la existencia del supuesto Requerimiento de Autoridad con número **********que dio origen al mencionado crédito fiscal, así como que haya sido emitido por autoridad competente que contenga firma autógrafa, y que este le hubiera sido notificado.
A juicio del Magistrado, el concepto de impugnación sometido a debate es fundado, de acuerdo con las siguientes consideraciones:

En primer término se debe hacer mención que la autoridad demandada en su contestación de demanda ofreció como prueba el requerimiento de obligaciones omitidas **********, así como su correspondiente constancia de notificación de fecha 28 de marzo de 2017, argumentando que tal notificación fue llevada a cabo conforme a lo dispuesto en los artículo 72 y 73 del Código Fiscal del Estado, refiriendo que en el acta de notificación se hizo constar que se entendió la diligencia conforme al procedimiento establecido en los citados numerales, es decir se realizó personalmente; circunstancias que fueron asentadas en el acta de notificación realizada el 28 de marzo de 2017.

De lo anterior se advierte por esta Sala Unitaria que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 45 del Código Fiscal del Estado, los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiéndole entonces a dicha autoridad la obligación de probar sus afirmaciones, resultando pertinente realizar la transcripción del artículo anteriormente mencionado:

ARTÍCULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones. 

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.
En efecto, del numeral transcrito se obtiene que si bien los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de la presunción de legalidad, corresponde a éstas acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente. De ello se sigue que la presunción de legalidad subsiste siempre y cuando el particular no niegue lisa y llanamente los hechos que motivan el acto de autoridad. 

Sirve de sustento la siguiente Tesis Aislada de los Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Administrativa:
“Novena Época, Registro: 175350, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, abril de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: IV.1o.A.32 A, Página: 987.”
CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA.

Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva.



Esto es, que la Autoridad demandada Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, contaba con la carga de probar la existencia del requerimiento de obligaciones número **********, así como sus actas de notificación, en virtud de la negativa lisa y llana de la actora.
Fue así que la autoridad demandada al momento de producir su contestación, como ya se señaló con anterioridad, si bien es cierto afirmó que contrario a lo señalado por la parte actora, el requerimiento anteriormente citado fue debidamente notificado, refiriendo para ello la Documental Pública consistente en requerimiento de obligaciones omitidas **********, así como su correspondiente constancia de notificación de 28 de marzo de 2017, lo cierto es que dicha probanza no se exhibió por la Autoridad demandada como consta en el auto de fecha veintiuno de septiembre de dos mil dieciocho donde se advirtió que en lo que respecta a la documental, que ofrece como prueba consistente en el requerimiento de obligaciones omitidas **********, así como su correspondiente constancia de notificación de veintiocho de marzo de dos mil dieciocho, se tuvo por no admitida, en virtud de que la autoridad demandada Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, a través ********** en su carácter de Procurador Fiscal omitió anexarla a su oficio de contestación de demanda.
Por lo anterior se llega a la conclusión de que el actor al manifestar desconocer el origen del crédito fiscal, la autoridad demandada tenía la ineludible obligación de exhibir todos y cada uno de los documentos relativos a la existencia y notificación del requerimiento de obligaciones al momento de formular la contestación de demanda, a fin de desvirtuar la negativa lisa y llana del actor, y por otra, que éste los conociera y, en su caso, pudiera controvertirlos, de modo que de no hacerlo así, se rompe con el principio de igualdad de las partes en el proceso. A esta narrativa sirve de apoyo la Tesis Aislada de los Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Administrativa que señala lo siguiente:
DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS.

“Novena Época, Registro: 182847, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVIII, Noviembre de 2003, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI.2o.A.57 A, Página: 958.”
De acuerdo con el principio de congruencia establecido en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación y a la tesis aislada sustentada por este tribunal con el número VI.2o.A.26 A, de rubro: "ACTO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCERLO, LA AUTORIDAD DEMANDADA ESTÁ OBLIGADA A EXHIBIRLO, ASÍ COMO LA CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN, AL FORMULAR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, CONFORME LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 209 BIS Y 210 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada en la página mil setenta y tres, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, se llega al convencimiento de que si el actor en el juicio de nulidad manifiesta desconocer en su escrito de demanda el origen del adeudo fiscal, los conceptos que lo conforman y su cuantía, la autoridad hacendaria tiene la ineludible obligación de exhibir todos y cada uno de los documentos relativos al momento de formular la contestación de demanda a fin de que, por una parte, se desvirtúe la negativa lisa y llana del actor y, por otra, que éste los conozca y, en su caso, pueda controvertirlos en el escrito de ampliación de la demanda, de modo que de no hacerlo así, se rompe con el principio de igualdad de las partes en el proceso, toda vez que si la demandada presenta las constancias hasta la contestación de la ampliación de la demanda, es inconcuso que para entonces el actor se encuentra impedido para combatirlas, puesto que ningún precepto del Código Fiscal de la Federación permite que haya una segunda ocasión para ampliar el ocurso de demanda, ni que haya una cadena indefinida de réplica y contrarréplica de los litigantes, y la razón fundamental de esto fue la de evitar que se prolonguen innecesariamente los juicios.

En virtud de lo anterior, resulta evidente la ilegalidad de la resolución impugnada ya que la autoridad demandada fue omisa en exhibir el requerimiento de obligaciones incumplidas con número **********que dio lugar a las multas impuestas contenidas en el crédito fiscal ********** y que sirvió de fundamentación y motivación para determinar las infracciones y sanciones tal y como se desprende de la resolución que se controvierte y que obra a fojas 12 a la 14 del expediente en que se actúa.
Sirve de sustento de la siguiente Jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Administrativa:
“Séptima Época, Registro: 252103, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su GacetaVolumen 121-126, Sexta Parte, Materia(s): Común, Página: 280.”
ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.

Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Asimismo y de manera análoga nos sirve de sustento la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en materia administrativa en la que se establece lo siguiente:
“Décima Época, Registro: 160591, Instancia: Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 4, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 173/2011 , Página: 2645.”
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO NO SE ACREDITA EN EL JUICIO RESPECTIVO LA EXISTENCIA DE LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS IMPUGNADAS DEBE DECLARARSE SU NULIDAD LISA Y LLANA.

Ha sido criterio de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación que si en el juicio contencioso administrativo federal el actor manifiesta en su demanda desconocer el acto administrativo impugnado, es obligación de la autoridad demandada exhibir constancia de su existencia y de su notificación al momento de contestarla, con la finalidad de que aquél pueda controvertirlas a través de la ampliación correspondiente; por tanto, si la autoridad omite anexar los documentos respectivos en el momento procesal oportuno, es indudable que no se acredita su existencia, omisión que conlleva, por sí, la declaratoria de nulidad lisa y llana de las resoluciones impugnadas por carecer de los requisitos de fundamentación y motivación a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En tales circunstancias, es de concluirse que la resolución impugnada es ilegal, toda vez que se motivó en un requerimiento de obligaciones con número **********, que no se exhibió por la autoridad demandada, por tanto la conducta de la actora no encuadra en el supuesto jurídico previsto en la ley para la imposición de la sanción, es decir, que haya cumplido a requerimiento de autoridad.
Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria considera que las multas controvertidas son ilegales y, por lo tanto, lo procedente es declarar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo, 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; toda vez que los hechos que motivaron las multas controvertidas, no se realizaron, al no haberse acreditado que las obligaciones fiscales a cargo de la parte actora hayan sido cumplidas a requerimiento de autoridad
Circunstancia anterior que se traduce en una indebida fundamentación y motivación en relación a la imposición de las multas contenidas en el crédito fiscal ********** de fecha 08 de junio de 2018, emitido por el C. Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí. 
Al respecto, es aplicable, la siguiente Tesis Aislada del Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito:

“Novena Época, Registro: 187531, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Marzo de 2002, Materia(s): Administrativa, Tesis: l.6o.A.33 A, Página: 1350.
“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, FALTA O INDEBIDA. EN CUANTO SON DISTINTAS, UNAS GENERAN NULIDAD LISA Y LLANA Y OTRAS PARA EFECTOS. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido de manera reiterada que entre las garantías de legalidad y seguridad jurídica previstas en el artículo 16 constitucional, se encuentra la relativa a que nadie puede ser molestado en su persona, posesiones o documentos, sino a virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, y dicha obligación se satisface cuando se expresan las normas legales aplicables y las razones que hacen que el caso particular encuadre en la hipótesis de la norma legal aplicada. Ahora bien, el incumplimiento a lo ordenado por el precepto constitucional anterior se puede dar de dos formas, a saber: que en el acto de autoridad exista una indebida fundamentación y motivación, o bien, que se dé una falta de fundamentación y motivación del acto. La indebida fundamentación implica que en el acto sí se citan preceptos legales, pero éstos son inaplicables al caso particular; por su parte, la indebida motivación consiste en que en el acto de autoridad sí se dan motivos pero éstos no se ajustan a los presupuestos de la norma legal citada como fundamento aplicable al asunto. En este orden de ideas, al actualizarse la hipótesis de indebida fundamentación y motivación del acto reclamado, tal circunstancia se ubica en el supuesto previsto en la fracción IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación y, por tanto, la nulidad debe ser lisa y llana, pues lo contrario permitiría a la autoridad demandada que tuviera dos o más posibilidades de fundar y motivar su acto mejorando su resolución, lo cual es contrario a lo dispuesto en la fracción II del artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, lo que implica una violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en los artículos 14 y 16 constitucionales. En cambio, la falta de fundamentación consiste en la omisión de citar en el acto de molestia o de privación el o los preceptos legales que lo justifiquen; esta omisión debe ser total, consistente en la carencia de cita de normas jurídicas; por su parte, la falta de motivación consiste en la carencia total de expresión de razonamientos. Ahora bien, cuando se actualiza la hipótesis de falta de fundamentación y motivación del acto reclamado, tal circunstancia se ubica en el supuesto previsto en la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación y, por tanto, la nulidad debe ser para efectos, en términos de lo dispuesto en el párrafo final del numeral 239 del propio código.”

Con base en lo expuesto, es que resulta fundado el primer concepto de impugnación hecho valer por la parte actora en su escrito de demanda; por lo que, a juicio del Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 250, fracción IV del Código Procesal Administrativo del Estado, se declara la Ilegalidad e Invalidez, y por consecuencia la NULIDAD TOTAL del crédito identificado con el número **********de fecha ocho de junio del año dos mil dieciocho, dictada por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Estado de San Luis Potosí; pues como ha sido reseñado, éste, en su origen, se encuentra viciado de ilegalidad, al haberse fundamentado y motivado en un supuesto requerimiento de obligaciones **********, y del cual la autoridad demandada no probó sus afirmaciones de conformidad con lo dispuesto en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación manifestados por la parte actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:
“Décima Época, Registro: 2001825 Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.), Página: 1326
CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.”
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 1º, 2º, 7º fracciones I, y III, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250, 251, y 252 Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en el crédito fiscal número **********, de fecha ocho de junio del dos mil dieciocho, emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, por la cantidad total de **********que derivó del **********requerimiento de obligaciones **********, y en consecuencia su Nulidad total, por las razones expuestas en el considerando sexto de la presente resolución. 
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
� Época: Octava Época, Registro: 222213, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo VIII, Julio de 1991, Materia(s): Común, Página: 122 





� Época: Novena Época, Registro: 166717, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: XVI.1o.A.T. J/9, Página: 1275 











